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Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se deroga el artículo 51 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Planteada por el Diputado Jesús De León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 10 de Junio de 2015.

Turnada a la Comisión de Hacienda.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-

El que suscribe Diputados Jesús De León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional), con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I, 65 y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se deroga el artículo 51 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

I.- El sistema tributario en nuestro país, versa en principios de justicia tributaria contemplados en la constitución que se deben de acatar en la creación o modificación de los impuestos que se impongan a los contribuyentes, así como en los casos en donde se establezcan cualquier tipo de excepción a los mismos en la propia legislación, todo ello para llegar al marco de una verdadera justicia tributaria, de lo contrario de no seguirse por dichos principios, daríamos origen a impuestos viciados por una inequitativa y desproporcionada recaudación tributaria en perjuicio de los contribuyentes, y al final resulte en un impuesto inconstitucional que nos lleve a dejar de captar ingresos para cubrir a los gastos públicos en cualquier esfera de gobierno llámese Federal, Estatal y Municipal, y con ello un daño a las Haciendas públicas, que impida la satisfacción de las necesidades colectivas y de los servicios públicos que demanda la sociedad.

II.- Que los principios de justicia tributaria que deben de observarse de acuerdo a nuestro marco normativo y a lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación son los siguientes en lo que interesan para la presente iniciativa: 

· LEGALIDAD TRIBUTARIA; Que establece que todo tributo debe estar previsto en la Ley, con lo que se obliga a que la determinación de los sujetos pasivos de las contribuciones, su objeto y, en general sus elementos esenciales, se encuentren previstos en una Ley, siendo importante que la misma norma sea comprensible por cualquier persona de entendimiento ordinario, con el objeto que los contribuyentes tengan certeza sobre la manera en que habrán de cumplir sus obligaciones fiscales.

Tiene aplicación en relación a lo mencionado las siguientes Tesis:

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XXIV, Octubre de 2006 

Tesis: P./J. 106/2006 

Página: 5 

LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DE DICHO PRINCIPIO EN RELACIÓN CON EL GRADO DE DEFINICIÓN QUE DEBEN TENER LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL IMPUESTO. El principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exige que sea el legislador, y no las autoridades administrativas, quien establezca los elementos constitutivos de las contribuciones, con un grado de claridad y concreción razonable, a fin de que los gobernados tengan certeza sobre la forma en que deben atender sus obligaciones tributarias, máxime que su cumplimiento defectuoso tiende a generar actos de molestia y, en su caso, a la emisión de sanciones que afectan su esfera jurídica. Por ende, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tratándose de la definición de alguno de los componentes del tributo, ha declarado violatorios del principio de legalidad tributaria aquellos conceptos confusos o indeterminables para definir los elementos de los impuestos; de ahí que el legislador no pueda prever fórmulas que representen, prácticamente, la indefinición absoluta de un concepto relevante para el cálculo del tributo, ya que con ellos se dejaría abierta la posibilidad de que sean las autoridades administrativas las que generen la configuración de los tributos y que se produzca el deber de pagar impuestos imprevisibles, o bien que se origine el cobro de impuestos a título particular o que el contribuyente promedio no tenga la certeza de la forma en que debe contribuir al gasto público. 

--------------------

Novena Época

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XXIII, Mayo de 2006 

Tesis: P. XLII/2006 

Página: 15 

LEGALIDAD TRIBUTARIA. EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY ES DE CARÁCTER RELATIVO Y SÓLO ES APLICABLE TRATÁNDOSE DE LOS ELEMENTOS QUE DEFINEN A LA CUANTÍA DE LA CONTRIBUCIÓN. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en materia de legalidad tributaria la reserva de ley es de carácter relativo, toda vez que dicha materia no debe ser regulada en su totalidad por una ley formal y materialmente legislativa, sino que es suficiente que los elementos esenciales de la contribución se describan en ella, para que puedan ser desarrollados en otros ordenamientos de menor jerarquía, ya que la presencia del acto normativo primario marca un límite de contenido para las normas secundarias posteriores, las cuales nunca podrán contravenir la norma primaria, además de que tal remisión debe constituir un complemento de la regulación legal que sea indispensable por motivos técnicos o para el debido cumplimiento de la finalidad recaudatoria. En congruencia con tal criterio, se concluye que el principio tributario de reserva de ley es de carácter relativo y aplica únicamente tratándose de los elementos cuantitativos del tributo, como son la tasa o la base, porque en muchas ocasiones, para cifrar el hecho imponible es indispensable realizar operaciones o acudir a aspectos técnicos, lo que no sucede en relación con los elementos cualitativos de las contribuciones, como son los sujetos y el objeto, los cuales no pueden ser desarrollados en un reglamento, sino que deben preverse exclusivamente en una ley.

· EQUIDAD TRIBUTARIA; Radica medularmente en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a impuesto causado, exenciones, deducciones permitidas, plazo de pago, entre otros, por lo que todo contribuyente de un mismo impuesto deben guarda una situación de igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula, obligando a que no exista distinción entre situaciones tributarias que pueden considerarse iguales, sin que para ello exista una justificación objetiva y razonable. 

Son de atenderse las siguientes jurisprudencias:

1011897. 605. Pleno. Novena Época. Apéndice 1917-Septiembre 2011. Tomo I. Constitucional  3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN  Vigésima Primera Sección – Principios de justicia tributaria, Pág. 1737.

EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS. El principio de equidad no implica la necesidad de que los sujetos se encuentren, en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, sino que, sin perjuicio del deber de los Poderes públicos de procurar la igualdad real, dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, es decir, al derecho de todos los gobernados de recibir el mismo trato que quienes se ubican en similar situación de hecho porque la igualdad a que se refiere el artículo 31, fracción IV, constitucional, lo es ante la ley y ante la aplicación de la ley. De lo anterior derivan los siguientes elementos objetivos, que permiten delimitar al principio de equidad tributaria: a) no toda desigualdad de trato por la ley supone una violación al artículo31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que dicha violación se configura únicamente si aquella desigualdad produce distinción entre situaciones tributarias que pueden considerarse iguales sin que exista para ello una justificación objetiva y razonable; b) a iguales supuestos de hecho deben corresponder idénticas consecuencias jurídicas; c) no se prohíbe al legislador contemplar la desigualdad de trato, sino sólo en los casos en que resulta artificiosa o injustificada la distinción; y d) para que la diferenciación tributaria resulte acorde con las garantías de igualdad, las consecuencias jurídicas que resultan de la ley, deben ser adecuadas y proporcionadas, para conseguir el trato equitativo, de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que produce y el fin pretendido por el legislador, superen un juicio de equilibrio en sede constitucional

-------------------------

1012005. 713. Pleno. Séptima Época. Apéndice 1917-Septiembre 2011. Tomo I. Constitucional  3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN  Vigésima Primera Sección – Principios de justicia tributaria, Pág. 1886

PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL. El artículo 31, fracción IV, de la Constitución establece los principios de proporcionalidad y equidad en los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos. El cumplimiento de este principio se realiza a través de tarifas progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en monto superior los contribuyentes de más elevados recursos. Expresado en otros términos, la proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, conforme a tarifas progresivas, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en cantidad, sino en lo tocante al mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente en la disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción a los ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medularmente en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, etcétera, debiendo únicamente variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad económica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula.

· PROPORCIONALIDAD TRIBUTARA; Consiste en que los sujetos pasivos deben contribuir en función de su capacidad contributiva, entendiéndose como la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos, por lo que el gravamen para que sea considerado proporcional debe ser congruente con la capacidad contributiva de los sujetos.

En relación a esto, debemos observar la siguiente tesis jurisprudencial:

PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. DEBE EXISTIR CONGRUENCIA ENTRE EL TRIBUTO Y LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES. El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal establece el principio de proporcionalidad de los tributos. Éste radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir al gasto público en función de su respectiva capacidad contributiva, debiendo aportar una parte adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos, o la manifestación de riqueza gravada. Conforme a este principio los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. Para que un gravamen sea proporcional debe existir congruencia entre el mismo y la capacidad contributiva de los causantes; entendida ésta como la potencialidad real de contribuir al gasto público que el legislador atribuye al sujeto pasivo del impuesto en el tributo de que se trate, tomando en consideración que todos los supuestos de las contribuciones tienen una naturaleza económica en la forma de una situación o de un movimiento de riqueza y las consecuencias tributarias son medidas en función de esa riqueza. La capacidad contributiva se vincula con la persona que tiene que soportar la carga del tributo, o sea, aquella que finalmente, según las diversas características de cada contribución, ve disminuido su patrimonio al pagar una cantidad específica por concepto de esos gravámenes, sea en su calidad de sujeto pasivo o como destinatario de los mismos. De ahí que, para que un gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, en la medida en que debe pagar más quien tenga una mayor capacidad contributiva y menos el que la tenga en menor proporción. 

III.- En este orden de ideas encontramos en el Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza el IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES (ISAI), el cual se establece en su artículo 49 que es objeto de dicho impuesto la adquisición de inmuebles que consistan en el suelo, en las construcciones o en el suelo y las construcciones adheridas a él, que su ubiquen en los municipios del Estado de Coahuila y en su artículo 50 se establece las formas en los que opera dicho impuesto por tratarse de una adquisición, por lo que en este caso nos refiriéremos en lo específico a la fracción VI.- Fusiones y Escisión de sociedades, recordando que todas las variantes en la captación de este impuesto ISAI representa una fuente importante de recursos para sufragar los servicios y gasto público que requieren los municipios en su quehacer diario, para cumplir con su mandato Constitucional.

El artículo 50 del Código Financiero para los Municipios establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 50.- Para los efectos de este capítulo, se entiende por adquisición la que derive de:

I.
Todo acto por el que se transmita la propiedad, incluyendo las adjudicaciones por remate judicial o administrativo, la donación, la que ocurra por causa de muerte y la aportación a toda clase de asociaciones o sociedades, a excepción de las que se realicen al constituir la copropiedad o la sociedad conyugal, siempre que sean inmuebles propiedad de los copropietarios o de los cónyuges.

II. El  otorgamiento ante notario público de poderes para realizar actos de dominio sobre bienes inmuebles, cuando se otorguen con el carácter de irrevocables.

III. La compraventa en la que el vendedor se reserve el dominio, aun cuando la transferencia de la propiedad opere con posterioridad.

IV. La promesa de compra venta, en la que se  pacte que el futuro comprador entrará en posesión de los bienes o que el futuro vendedor recibirá el precio de la venta o parte de él, antes de que se celebre el contrato prometido.

V. La cesión de derechos del comprador o del futuro comprador, en los casos de las fracciones II y III que anteceden, respectivamente.

VI. Fusión y Escisión de sociedades.

VII. La dación en pago y la liquidación, reducción de capital, pago en especie de remanentes, utilidades o dividendos de asociaciones o sociedades civiles o mercantiles.

VIII. Constitución de usufructo, transmisión de éste o de la nuda propiedad, así como la extinción del usufructo temporal.

IX. Prescripción adquisitiva o usucapión.

X. La cesión de derechos del heredero, legatario o copropietario, en la parte relativa y en proporción a los inmuebles. Se entenderá como cesión de derechos la renuncia de la herencia o legado efectuada después de la declaración de herederos o legatarios;

XI. Enajenación a través de fideicomiso, en los términos de este código;

XII. La división de la copropiedad y la disolución de la sociedad conyugal, por la parte que se adquiera en demasía del porciento que le corresponda al copropietario o cónyuge, por cada inmueble.

XIII. En las permutas se considerará que se efectúan dos adquisiciones.”

IV.-  El impuesto sobre adquisiciones de inmuebles (ISAI) en el Código Financiero para los Municipios que tiene vigencia desde el 8 de noviembre de 2013, el cual fue aprobada por la anterior legislatura, estableció las causas en la que se entiende que no existe adquisición previéndolo en el Art. 51, mismo que establece que las personas morales en los casos de Escisiones y Fusiones, dichas excepciones establecidas en sus dos fracciones que forman parte integral del mismo, contravienen los principios de justicia tributaria de equidad y proporcionalidad a los que nos hemos referido anteriormente, ya que pone en desigualdad a los sujetos pasivos de dicho tributo, lo que conlleva a la inconstitucionalidad de dicho impuesto, ya que dicha distinción entre situaciones tributarias que pueden considerarse en igual de condiciones o circunstancias, resulta ventajoso el impuesto del ISAI para las personas morales que adquieran bienes inmuebles a través de fusiones y escisiones, sobre los particulares que adquieran los mismo bienes inmuebles en igualdad de condiciones o circunstancias, sin que exista una justificación objetiva y razonable como lo ha dispuesto la Suprema Corte de Justicia de la Nación tratándose de la imposición de tributos, por lo que dicha excepción en beneficio de personas morales está siendo utilizado por personas físicas o por otras personas morales para promover amparos contra la ilegalidad en el cobro de dicho impuesto por parte de los municipios por ser inequitativo y desproporcionado de acuerdo a los propios criterios de las tesis jurisprudenciales sostenidos por la Suprema Corte, con lo que se estaría poniendo en riesgo una fuente importante de los ingresos de los municipios.

El artículo que se pretende su derogación estable lo siguiente:

“ARTÍCULO 51.- Se entiende que no hay adquisición en los siguientes casos:

I. En escisión, siempre que se cumpla con los requisitos siguientes:

a). Que los accionistas propietarios de por lo menos el 51 % de las acciones con derecho a voto, de la sociedad escindente y de las escindidas, sean los mismos durante un período de dos años contados a partir del año inmediato anterior a la fecha en que se realice la escisión; siempre y cuando se protocolice la escisión de que se trate, dentro de un período de un año a partir de la fecha en que se llevó a cabo. 

Para determinar el porcentaje del 51% se deberá considerar el total de las acciones con derecho a voto emitidas por la sociedad a la fecha de inicio del periodo, excluyendo las que se consideran colocadas entre el gran público inversionista y que hayan sido enajenadas a través de bolsa de valores autorizada o mercados reconocidos. No se consideran como acciones con derecho a voto, aquéllas que lo tengan limitado y las que en los términos de la legislación Mercantil se denominen acciones de goce; tratándose de sociedades que no sean por acciones se considerarán las partes sociales en vez de las acciones con derecho a voto, siempre que no lo tengan limitado.

b). Que cuando desaparezca una sociedad con motivo de escisión, la sociedad escindente designe a la sociedad que asuma la obligación de registrarse en los padrones que para el propósito establezcan la Tesorería Municipal respectiva. 

Cuando no se cumpla con el requisito a que se refiere el inciso b) que antecede, los fedatarios públicos, dentro del mes siguiente a la fecha de autorización de la escritura correspondiente, deberán informar de esta circunstancia a la Tesorería Municipal. En estos casos, la autoridad podrá exigir el registro correspondiente a cualquiera de las sociedades escindidas. 

No se incumple con el requisito de permanencia accionaría previsto en esta fracción, cuando la transmisión de propiedad de acciones sea por causa de muerte, liquidación, adjudicación judicial o donación. 

En el caso de donación se deberá de cumplir con los requisitos establecidos en la fracción XIX del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, relacionado con el tercer párrafo del artículo 14-B del Código Fiscal de la Federación. 

No será aplicable lo dispuesto en esta fracción, cuando en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta se le otorgue a la escisión, el tratamiento de reducción de capital.

En todo caso de Escisión, se deberán satisfacer, además, los requisitos previstos que para el caso de Escisión establece el artículo 14-B del Código Fiscal de la Federación en su fracción II.

II. En fusión, siempre que la sociedad que subsista o la que surja con motivo de la fusión, se encuentre al corriente en el pago de los Impuestos estatales y municipales en el ejercicio que terminó por fusión.”

De lo anterior resulta una contradicción ya que en el artículo 50 fracción VI.- del Código Financiero para los Municipios establece que se entiende por adquisición las que deriven en fusión y escisión de sociedades, por lo tanto causante del impuesto sobre adquisición de inmuebles (ISAI) y por la otra en el artículo 51 fracción I y II del mismo Código establece que no existe adquisición para la causación del impuesto en escisiones y fusiones de sociedades, cuando se den ciertos requisitos por demás irrelevantes, cuando en realidad ante dichos actos jurídicos cuando existen bienes inmuebles si existe adquisición de los mismos por lo que estarían obligados a tributar por dicho impuesto y contribuir al gasto público como lo realizan todos los sujetos pasivos de dicho impuestos que adquieren inmuebles en nuestro Estado de Coahuila en los términos del artículo 50 y demás relativos que regulan este impuesto en el Código en mención, por lo que dicha excepción establecida en el artículo 51 redunda en un impuesto que violenta el principio de equidad y proporcionalidad tributaria que debe de regir en toda clase de tributo.

V.- Como se puede advertir de la simple lectura del artículo 51 en su fracción I del Código Financiero para los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, se advierte que no se cumple el requisito de equidad y el de proporcionalidad tributaria, principios rectores del sistema tributario mexicano, ya que al existir excepciones para el pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles tratándose de escisiones en personas morales, cuando el 51% de los accionistas con derecho a voto de la compañía escindente y de las escindidas sean los mismos entre otros requisitos, dicha circunstancia es desventajosa contra las personas físicas tratándose de un bien inmueble donde exista copropiedad y el coproprietario que tenga el 51% del inmueble adquiera la parte restante, este último tendría que pagar el impuesto sobre adquisición de Inmuebles sobre la parte restante adquirida, mientras las personas morales que tienen fines mercantiles y que por ello deberían de contribuir en mayor medida al gasto público de acuerdo a los propios principios que hemos mencionados, la Ley sin que exista una justificación objetiva y razonable lo estaría eximiendo del pago de dicho gravamen, generando una desigualdad y una desproporcionalidad entre ambos sujetos pasivos que estarían obligados a contribuir ante iguales circunstancias y condiciones al gasto público municipal, dando origen a un impuesto viciado de legalidad y por tanto pudiendo resultar su inconstitucionalidad, que pueden invocar los particulares en juicios ante las autoridades jurisdiccionales, ocasionando que se puedan presentar amparos en cascadas en perjuicio de las haciendas municipales de la entidad.

VI.- Igual que lo planteado en el párrafo anterior de esta exposición de motivos podemos advertir de la simple lectura del artículo 51 en su fracción II del Código Financiero para los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, donde se establece que no se entiende como adquisición para efectos del Impuesto Sobre adquisición de Inmuebles cuando exista una fusión, siempre que la sociedad que subsista o la que surja con la fusión, se encuentre al corriente en el pago de los impuestos estatales y municipales, dicha disposición también contraviene los principios de equidad y de proporcionalidad tributaria, ya que tratándose entre personas físicas, que en vía de ejemplo estaríamos hablando de una simple compraventa en los que una persona física adquiera un inmueble a otra persona o al comprar los derechos de copropiedad o condominio a otra persona física y que por el simple hecho que estuviera al corriente con sus impuestos Estatales y Municipales sin precisar a cuales impuestos se refiere el artículo ya que es ambiguo, por esa simple circunstancia quedarían exentos en el pago de esta contribución, por lo que resulta también dicha fracciones II inequitativa y desproporcionada entre los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación y que dichos contribuyentes ante un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la Ley que lo establece y lo regula, por lo que dicha desventaja de las personas físicas en relación con las personas morales ante la Ley ante el mismo tributo y circunstancia resulta en un impuesto viciado de origen por la excepción que prevé la misma norma que puede ser atacado ante los tribunales por motivos constitucionales.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Congreso el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE DEROGA EL ARTICULO 51 DEL CÓDIGO FINANCIERO PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO: Se deroga el artículo 51 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTÍCULO 51.- Derogado.
…….
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ATENTAMENTE

SALTILLO, COAHUILA A 10 DEL MES DE JUNIO DE 2015
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.A.N. “ALONSO JOSE RICARDO LUJAMBIO IRAZABAL”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

         COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS 
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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